Radicación No: 66001-31-05-004-2012-00695-01
José Benito Zúñiga Pino vs Porvenir S.A. y otro

LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, MEDIANTE SENTENCIA SL1689-2019, RADICACIÓN Nº 65791, DE FECHA 8 DE MAYO DE 2019, QUE PUEDE SER CONSULTADA EN LA PÁGINA WEB DE DICHA CORPORACIÓN, CASÓ EL PRESENTE FALLO Y “EN SEDE DE INSTANCIA” REVOCÓ LA SENTENCIA PROFERIDA EL 14 DE JUNIO DE 2013 POR EL JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO  DE LA CIUDAD, MEDIANTE EL CUAL DENEGÓ LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA.  EN SU LUGAR ACCEDIÓ A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA.
Providencia: 

 
Sentencia de Segunda Instancia, jueves 7 de noviembre de 2013.

Radicación No: 
              
 
66001-31-05-004-2012-00695-01
Proceso: 

 
Ordinario Laboral.

Demandante:                     

José Benito Zúñiga Pino
Demandado:                     

Porvenir S.A. y otro
Juzgado de origen:         

Cuarto Laboral del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:    
De la nulidad  del traslado de régimen por vicio en el consentimiento. Cuando se pide declarar la nulidad por vicio en el consentimiento, esta Corporación, con apoyo en la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, tiene establecido que la misma se da cuando la A.F.P. omite brindarle al afiliado una información precisa, clara y exacta sobre las condiciones del traslado y las consecuencias del mismo, especialmente cuando la persona está ad portas de adquirir su derecho a la pensión de vejez, y dada su desinformación opta por abandonar el Régimen de Prima Media, y con ello el disfrute de su prestación se disuelve o prolonga en el tiempo.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

[image: image1.wmf] 

 


TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrado Ponente: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, hoy siete (7) de noviembre de dos mil trece (2013), siendo las nueve y cuarenta y cinco minutos de la mañana (9:45 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el recurso de apelación presentado por el demandante, contra la sentencia proferida el 14 de junio de 2013 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por José Benito Zúñiga Pino contra Porvenir S.A. y Colpensiones. 
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, los cuales se limitaran al objeto que fue materia de cada apelación, disponiendo cada uno de  un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

El demandante solicita que se declare en contra de Porvenir S.A. la nulidad de su afiliación en pensiones, por vicio en el consentimiento; que su afiliación al ISS es válida y se encuentra vigente y, que le asiste el derecho a obtener la pensión de vejez, con fundamento en el Decreto 758 de 1990, a partir del 10 de julio de 2010, con el retroactivo pensional, intereses moratorios, indemnización de perjuicios, diferencias de los aportes realizados al RAIS y los que debió haber hecho en el ISS, y las costas procesales.

Expone como fundamentos, que nació el 10 de julio de 1950; en esa misma fecha del año 2010 cumplió 60 años de edad; al 1º de abril de 1994 tenía 44 años de edad; se afilió al ISS el 11 de febrero de 1978, hasta el 31 de septiembre de 1995; se trasladó a Porvenir el 1º de octubre de 1995 cotizando 243 semanas; se regresó al Régimen de Prima Media el 1º de diciembre de 2002; que le fue negada la pensión de vejez por no tener 15 años de servicios cotizados al 1º de abril de 1994.
Agrega, que cuenta con 914,14 semanas cotizadas al sistema, de las cuales 787,85 fueron aportadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima para pensionarse; que fue engañado por un asesor de la A.F.P. Porvenir S.A., quien le indicó que con el traslado podría obtener la pensión antes de la edad exigida en el ISS, con un menor número de semanas, una mayor mesada pensional y que el ISS sería liquidado; que el cambio no es válido, pues le brindaron información errada, le omitieron informarle que con el traslado perdería los beneficios del régimen de transición y no le hicieron una proyección de la edad y el IBC que debía tener si pretendía pensionarse de forma anticipada.
En la respuesta allegada por Porvenir S.A., aceptó la fecha de suscripción de la afiliación, y frente a los demás hechos dijo que no le constaban o no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones y propuso como excepciones la falta de causa para pedir, inexistencia de las obligaciones demandadas, prescripción, buena fe, inexistencia de los presupuestos legales para retomar y/o recuperar el régimen de transición y compensación. 

Por su parte Colpensiones guardó silencio.

  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, en sentencia del 14 de junio de 2013, denegó las pretensiones de la demanda. Para el efecto indicó que, si bien, en principio el actor fue beneficiario del régimen de transición, con su traslado al Régimen de Ahorro Individual perdió dichos beneficios; que de acuerdo con la jurisprudencia era necesario que se acreditara la insuficiente información, evidenciando que el traslado ocurrió por vicio en el consentimiento; exigencias que no se cumplieron, puesto que la decisión del actor fue libre y voluntaria, a más de hallarse muy lejos de colmar los requisitos para pensionarse.
III. APELACIÓN:

 La anterior decisión fue impugnada por el demandante, tras considerar que existió vicio en el consentimiento; que la afiliación a la seguridad social es un contrato, para amparar unos riesgos a cargo de las administradoras de pensiones, junto con las prestaciones a que haya lugar; además que por la importancia de los derechos involucrados, no podría mirarse como un contrato cualquiera, sino como uno especial.

Agrega, que los testigos informaron que los asesores de Porvenir nunca hicieron proyecciones económicas, ni explicaron las consecuencias del traslado, así como tampoco las ventajas o desventajas del cambio de régimen, por lo que el actor incluso debió asesorarse de terceros, cuando las A.F.P. tienen la obligación de informar de manera completa y comprensible los pormenores del traslado, según las condiciones académicas del afiliado, y como el actor es una persona que sólo cursó quinto de primaria, la información debió ser más completa.

Es así como para recalcar la mala asesoría recibida por el demandante, hizo referencia al formulario de afiliación, en el cual se diligenció incorrectamente su fecha de nacimiento.   

Señala también que no es un requisito sine qua non mirar el número de semanas que a la persona le hacían falta para obtener la pensión, pues ya era beneficiario del régimen de transición por la edad.

Finalmente advierte, que Porvenir omite información y guarda silencio en asuntos de especial relevancia, lo que vicia el consentimiento y lleva a error a los afiliados.
IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Es posible anular el traslado del actora del Instituto de Seguros Sociales a la A.F.P. Porvenir S.A.?

2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

2.1 De la nulidad  del traslado por vicio en el consentimiento
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1502 y 1508 del Código Civil, el error, la fuerza y el dolo constituyen un vicio en el consentimiento, y por tanto, ante la concurrencia de uno ellos, el contrato será nulo.

Se pide la declaración de nulidad en torno de la existencia de un vicio del consentimiento, consistente en la omisión de la información precisa, clara y exacta, que la A.F.P., ha debido brindarle al afiliado, para que éste conociera las condiciones y consecuencias del cambio de régimen pensional, especialmente, cuando el asegurado poseía mayores ventajas en el sistema de prima media con prestación definida, cuyo abandono sin haber cumplido 15 años de servicios cotizados a abril de 1994, marca la pérdida definitiva del régimen de transición a tono con las previsiones del artículo 36 inciso 4º de la Ley 100 de 1993 (Sentencias de la Corte Constitucional: C-789 de 2002, C-1020 de 2004, SU 062 de 2010 y SU-130 de 2013).

Tal deber de información a cargo de las administradoras de fondos de pensiones, obedece a que en su carácter de fiduciarias del servicio público de pensiones, tienen una responsabilidad de carácter profesional, lo que como ha recalcado esta Sala, ciñéndose a los parámetros del órgano de cierre “les impone el deber de suministrar al afiliado la información suficiente, completa y clara sobre las implicaciones de dicho traslado, sobre todo cuando se encuentran ad portas de adquirir su derecho pensional” (Sentencia de 7 de junio de 2013 M.P. Ana Lucía Caicedo Calderón, radicación 2012-00196).
Por consiguiente, la carga de la prueba recae directamente sobre quien gravita el deber de suministrar la información, en la medida en que con ello la “prueba de la diligencia o cuidado incumbe al que ha debido emplearlo” tal como lo pregona el artículo 1604 del Código Civil.

3. Del caso concreto.
Lo primero que debe señalarse es que en este asunto se encuentran probados entre otros hechos, que el actor nació el 10 de julio de 1950 (fl. 26), por lo que para el 1º de abril de 1994 contaba con 43 años de edad, de ahí que en principio fuera beneficiario del régimen de transición; que el 11 de septiembre de 1995 suscribió el formulario de solicitud de vinculación al fondo de cesantías Porvenir (fl. 128) y finalmente, que no satisface los requisitos establecidos por la Corte Constitucional en las sentencias C-789 de 2002, C-1020 de 2004, SU 062 de 2010 y SU-130 de 2013, para retornar en cualquier tiempo al Régimen de Prima Media, como quiera que para el 1º de abril de 1994 no contaba con 15 años de servicios cotizados.  

En el sub-lite, el demandante solicita que se declare la nulidad de su traslado a Porvenir, con fundamento en que no recibió la información adecuada y completa para tomar la decisión de cambiarse de régimen. 
Con antelación se ha dicho que la prueba de la diligencia y cuidado incumbe al que debió haberlo empleado, acorde con los términos del artículo 1604 del Código Civil, en este evento, a la administradora de pensiones, a cuyo cargo estaba el deber de suministrar la información suficiente y completa al afiliado, acerca del impacto del cambio de régimen pensional.
Sin embargo, esta Sala de mano del régimen general de nulidades establecidas para los actos jurídicos, en el Código Civil, ha enmarcado el vicio en que eventualmente incurren tales administradoras de pensiones, al no suministrar la información al afiliado, en una nulidad de carácter relativa y no absoluta, dado que con la omisión o la defectuosa información ha inducido en error al afectado.
En estas condiciones las demandas que ante esta jurisdicción se encaminan en este sentido, han de acomodarse a dicha reglamentación general del régimen de nulidades, de tal suerte, de que si el vicio afecta al consentimiento del afiliado a la seguridad social, apenas de manera relativa, por error, fuerza o dolo, el tiempo que dispone para demandar no es ilimitado, sino que él se circunscribe a cuatro años (artículo 1750 del C.C.), contados desde el momento de traslado de fondo, so pena de que el vicio quede saneado.

Naturalmente, que ello da seguridad jurídica a los asociados y por supuesto, al sistema general de seguridad social, que no podría ser sorprendido con una demanda judicial por hechos, que como los acaecidos en el sub-lite, se remontan a 1995, no obstante la profusa divulgación que se ha estilado a los pronunciamientos de la Corte Constitucional, la mayoría de ellos identificados como SU.

Sobre este particular, esta Sala en sentencia del 16 de octubre de 2013, radicación No. 2012-00632, dijo:

“1- NULIDAD DE LOS ACTOS JURÍDICOS Y OPORTUNIDAD PARA ALEGARLA.

(…)

A su vez, el artículo 1750 del Código Civil prevé que para alegar la rescisión en los eventos en que se alegue la ocurrencia de error o dolo, se cuenta con un plazo de cuatro años contados desde el día de la celebración del acto o contrato.

(…)

Tal situación implica que el acto jurídico del traslado de la actora, del régimen de prima media al de ahorro individual con solidaridad, respecto del cual se alega la declaración de nulidad, en razón del supuesto dolo de la administradora de pensiones, ha adquirido firmeza y legalidad pues, al haber transcurrido más de cuatro años desde su realización, cualquier nulidad relativa de que hubiera podido adolecer, ha quedado saneada por el transcurso del tiempo.” 
Así las cosas, en vista de que los fundamentos fácticos de la sentencia acabada de citar son similares a los del presente asunto, con base en ello debe concluirse que la decisión apelada debe ser confirmada, pues como quiera que el actor diligenció la solicitud de traslado al fondo privado el 11 de septiembre de 1995 (fl. 128), transcurrieron casi 17 años sin que el demandante expresara una aparente nulidad de su traslado, por lo que cualquier vicio de que hubiera podido adolecer se encuentra saneado. 
Costas de esta instancia a cargo del demandante. Se fija como agencias en derecho la suma de $589.500,oo.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Confirmar la sentencia proferida el catorce (14) de junio de 2013 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia promovido por José Benito Zúñiga Pino contra Colpensiones.

2. Costas de esta instancia a cargo de la parte actora. Se fija como agencias en derecho la suma de $589.500,oo.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
En vacaciones compensadas
MÓNICA ANDREA JARAMILLO ZULUAGA
Secretaria
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